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 En Buenos Aires, a los ocho días del mes de noviembre de 2006, a la hora 20 y 3:

APERTURA DE LA SESIÓN

Sr. Presidente (Balestrini).- Con la presencia de 147 señores diputados, queda abierta la sesión.

PRINCIPIO DE INTERPRETACIÓN DE LAS NORMAS DE EMERGENCIA PÚBLICA
Sr. Presidente (Balestrini).- Corresponde considerar los dictámenes de las comisiones de Justicia, de Vivienda y Ordenamiento Urbano y de Presupuesto y Hacienda recaídos en el proyecto de ley venido en revisión del Honorable Senado sobre interpretación de las leyes de emergencia pública (expediente 210-S.-06).

AQUÍ DICTÁMENES SOBRE INTERPRETACIÓN DE LAS LEYES DE EMERGENCIA PÚBLICA

Sr. Presidente (Balestrini).- En consideración en general.

Tiene la palabra el señor diputado por Buenos Aires.

Sr. Cigogna.- Señor presidente: estamos ante la culminación de un largo proceso que se produjo en el Congreso para saldar una deuda que teníamos con un importante sector de la sociedad. 

Desde que se sancionó la ley 25.561 declarando la emergencia, se produjo una serie sucesiva de distintas leyes para dar solución a una problemática de distinta naturaleza que aquejó a la sociedad Argentina. Estoy hablando del problema de los deudores hipotecarios, que quedó comprendido dentro de ese largo proceso normativo que culminó con la sanción de la ley 25.798.

Creímos que esa norma podía dar solución a la cuestión pero, sin embargo, por la interpretación que le ha dado una enorme cantidad de jueces a esta cuestión, al declarar inconstitucional la ley y las prórrogas de suspensión de las ejecuciones, ha quedado pendiente un problema que consideramos que esta noche solucionaremos.

Quiero expresar mi reconocimiento por el trabajo de diferentes legisladores de esta Cámara y del Senado, ya que a lo largo del tiempo han presentado distintos proyectos que han sido tenidos en cuenta para la elaboración del que se presentó simultáneamente en ambas cámaras. Era exactamente el mismo proyecto.

Acá las tres comisiones respectivas dictaminaron el mismo día que lo hizo el Senado, con la diferencia de que el miércoles pasado la Cámara alta le dio sanción, con una ligera modificación que después explicaré. Por eso nos vimos obligados a considerar nuevamente el proyecto ‑reitero que ambas iniciativas eran similares‑, porque el que vino en revisión del Senado tuvo una modificación que luego explicaré. Ese análisis lo efectuamos en la mañana de hoy.

También deseo efectuar un especial reconocimiento por el trabajo de los senadores Nicolás Fernández y Jorge Capitanich, como también de la señora diputada Vaca Narvaja.

No es habitual que en este recinto efectuemos un reconocimiento a los que generosamente aportan sus conocimientos y esfuerzos. Como no están sentados en estas bancas muchas veces se los ignora. De ahí que deba manifestar mi agradecimiento a los doctores Luis Devoto, Roberto Sorsoli, Mónica Costa, Alicia Alonso y Andrea Quirós.

El proyecto que nos envía en revisión el Senado se elaboró teniendo en cuenta ciertos aspectos básicos. En primer lugar, como es natural, se buscó contribuir a la solución de la problemática que aqueja a un sector importante de los deudores hipotecarios. No hablo de todos, sino de un sector importante. Después explicaré quiénes han quedado fuera de esta cobertura, y cuya solución legislativa daremos rápidamente la semana próxima.

También hemos procurado sostener –como corresponde, por otro lado‑ un respeto cabal en lo que respecta al derecho de propiedad tanto de los acreedores como de los deudores. Estamos hablando de personas titulares del dominio de inmuebles, de sus casas, cuyo derecho de propiedad se ha visto a nuestro juicio afectado por contratos que en muchísimos casos han sido leoninos, contratos que han encubierto relaciones sin igualdad o equilibrio entre las partes porque una era más débil que la otra. También se produjeron situaciones de irregularidad al haber convenido intereses usurarios y vencimientos de plazos que al final redundan también en una situación que puede calificarse como usura debido a la acumulación de intereses o anatocismo, etcétera. 

En igual nivel que los derechos de propiedad de acreedor y deudor, que hemos procurado escrupulosamente respetar, hemos puesto los derechos constitucionales de acceso a una vivienda digna y a la protección integral de la familia, contemplados en el artículo 14 bis de la Constitución Nacional. Si bien son cláusulas declarativas, a nuestro entender tienen plena vigencia y deben ser llevadas al plano concreto legislativo, tal como lo estamos haciendo en este caso mediante este proyecto que pretendemos que esta noche se convierta en ley.

Hemos encuadrado la problemática dentro del ámbito de la emergencia que, como dije al comienzo, tuvo recepción legislativa con la ley 25.561, con distintas normas que las fueron complementando y modificando en algún caso, para culminar en la 25.798. Entonces, ubicamos expresamente el universo de deudores hipotecarios de la ley 25.798 dentro del ámbito de la emergencia, lo cual nos obliga a una solución excepcional. Una situación excepcional en el plano económico y social requiere de una interpretación de carácter también excepcional y de una solución que recepte tal excepcionalidad. 

Hemos tenido una extrema prudencia porque estamos procurando ayudar a solucionar la situación de miles y miles de familias que tienen en riesgo su vivienda debido a las ejecuciones de sus hipotecas. Pero a su vez tenemos que contemplar la situación de quienes hoy recurren al crédito hipotecario precisamente para poder acceder a una vivienda, y la de quienes seguirán haciéndolo a través del tiempo. 

Estamos viviendo un momento excepcionalmente positivo debido a la construcción masiva de viviendas, que  se financian de un modo generoso, a largos plazos y con intereses muy convenientes. Recientemente hemos sancionado una ley que brinda aliento impositivo a la construcción de viviendas y también asegura desde el campo bancario y financiero  el crédito abundante y barato para las miles y miles de personas y familias que hoy deben cubrir su necesidad habitacional.

Por lo tanto, la solución que estamos dando a esta situación que viene como una rémora del pasado no debe alterar la fluidez de la construcción y la llegada al mercado de nueva vivienda, reitero, con crédito generoso en cuanto al plazo y en cuanto al interés que se cobra a los deudores. 

Creemos que hemos podido arribar a un texto que respeta todo esto que hemos considerado como presupuestos básicos.

Entrando ya específicamente a la normativa, en el artículo 1° se dice que estamos instrumentando una ley aclaratoria o interpretativa. Celebro esta feliz iniciativa que partió del proyecto de ley que nació del señor diputado Nicolás Fernández y que nosotros hemos adoptado para nuestro texto. 

¿Por qué hablamos de una ley interpretativa o aclaratoria? Porque –reitero‑ tiene que quedar claro, y así lo hacemos a través de este proyecto, que la problemática del universo de la ley 25.798 se enmarca dentro de la legislación de emergencia que empieza con la ley 25.561.

Recuerdo cuando legislábamos en aquellos momentos tan cruciales para la Argentina; se trabajaba a marcha forzada y es probable que hayamos incurrido en contradicciones y tal vez hasta en errores. Lo cierto es que gran parte de la jurisprudencia así lo ha entendido; ha interpretado que las normas no son claras y por lo tanto nosotros decimos que venimos a interpretar o aclarar aquellas normas que para los jueces no han sido suficientemente claras. Venimos a dar una norma de interpretación, que como luego se verá sí es suficientemente clara. 

Se reitera el universo contemplado en la ley 25.798. Aunque resulte redundante preferimos hacerlo teniendo la certeza de que somos suficientemente claros. Los casos contemplados son aquellos mutuos garantizados con derecho real de hipoteca. La hipoteca debió tomarse para construir, comprar o remodelar vivienda o para saldar deudas que tenían ese origen.

El deudor tiene que ser una persona física o una sucesión indivisa, y el destino –como dije‑ la adquisición, mejora o construcción de vivienda. La vivienda tiene que ser única y familiar. Ha habido terminología contradictoria en las distintas leyes. En algunos casos se habló de única y familiar, en otras se agregó “de uso permanente”. Acá nos remitimos al texto expreso de la 25.798.

La parte deudora debe haber incurrido en mora entre el 1° de enero de 2001 y el 11 de septiembre de 2003. Así está fijado en la 25.798, y así lo reiteramos acá. El importe en origen debe ser de hasta 100 mil pesos o dólares. En esto guardamos coherencia con lo establecido en el artículo 11 de la ley 25.561. 

Se establece un mecanismo para la liquidación de la deuda. El juez intima al acreedor para que practique su liquidación, da un plazo, vencido el cual se da traslado o se intima al deudor para que presente la suya. Probablemente no habrá coincidencia entre las liquidaciones de uno y otro, y en estos casos se convoca a una audiencia de conciliación. 

Si en esa audiencia de conciliación se arriba a un acuerdo, termina la historia y el juez homologa. Si no se arriba a un acuerdo, se abre un proceso de negociación en un período bastante extenso que debe ser ampliado por el juez a pedido de las partes. En la hipótesis de que finalmente no hubiera acuerdo entre las partes, dice la ley en su artículo 6° que el juez deberá determinar la deuda.

Acá permítanme hacer la siguiente aclaración. El proceso de ejecución hipotecaria es un procedimiento abreviado. En los procesos abreviados, sobre todo de esta naturaleza, prácticamente no se puede discutir nada, salvo algunos aspectos específicos, algunas excepciones respecto de si existió pago total o parcial, o de la falsedad que pudiera haber en el título.

No se discute el fondo de la cuestión. A mi criterio personal los jueces debieron entrar en la consideración de los aspectos de fondo de los mutuos hipotecarios. No lo hicieron precisamente adaptándose a la formalidad de procedimiento, a mi juicio con un extremo rigor formalista.

Pero lo que importa es que ahora al juez le decimos: “Señor, usted sí debe entrar, porque la ley lo dice, a considerar el fondo de la cuestión. Usted debe analizar el contrato, y lo debe hacer teniendo en cuenta los derechos constitucionales que hemos mencionado de acceso a la vivienda digna y de protección integral de la familia”. 

Entonces, tendrá que analizar el mutuo hipotecario teniendo en cuenta normas que ya están incorporadas a la legislación civil y que no tomaban en cuenta en razón del procedimiento abreviado. ¿Cuáles son? La imprevisión, el enriquecimiento sin causa, el desequilibrio de las prestaciones, el abuso del derecho, en especial la usura y el anatocismo, los límites impuestos por la moral y las buenas costumbres, el orden público, la lesión. Todo esto deberá considerarlo el juez respecto del mutuo.

En las reuniones de comisión se objetaba que no se abriera el juicio a prueba para aportar elementos. que estos surgen de la mera lectura del mutuo hipotecario. Ello es suficiente para saber si el interés es usurario o no, si se ha establecido la acumulación de intereses denominada anatosismo u otro tipo de pautas que pueden violentar las buenas costumbres. 

Por otra parte, la teoría de la imprevisión es ostensible en este caso. Quien contrató con el dólar a un peso, habiéndose repetido permanentemente desde el gobierno que eso era inamovible…

- Varios señores diputados hablan a la vez.

Sr. Cicogna.- Sí, me estoy refiriendo a aquel gobierno, no al nuestro. Pero no importa, esa fue la circunstancia y lo que las partes tuvieron en cuenta.

Súbitamente el país se desmoronó, finalizó la convertibilidad y la gente se encontró con que aquel contrato de un peso igual a un dólar pasó en los primeros momentos a más de 4 pesos y finalmente a 3. 

El juez analizará los intereses y penalidades que figuran en el contrato, la caducidad de los plazos, los sistemas de capitalización, los pagos efectuados y toda otra circunstancia que pudiera afectar. 

Analizado el mutuo conforme a todas estas pautas que estamos estableciendo, el número final al que arribe el juez no podrá superar la cifra que resulte de convertir un peso a un dólar, aplicarle el CVS establecido en la ley 25.796, más la tasa pasiva promedio del Banco Central. La cifra que resulte no podrá superar la conversión de un peso a un dólar más el 30 por ciento de la diferencia entre el valor de un peso y el valor actual del dólar ‑la diferencia entre 1 y 3,10 pesos en términos groseros‑, aplicando a ello una tasa de interés que no podrá exceder el 2,5 por ciento anual por todo concepto desde la fecha de la mora.

Traducido al idioma corriente que todos entendemos, hecha la conversión como he establecido y aplicada la tasa de interés desde 2001, si la mora se produjo en ese momento, transcurridos cinco años llegamos a un  monto total de 1,83 pesos frente al actual valor del dólar, que es de 3,10 pesos.

No se puede aplicar el CER ni ningún otro método de actualización.

En cuanto a las pautas para el pago, una vez establecido por el juez el monto de la deuda se prevén 45 días para abonarla.

Cabe aclarar que el texto originario hablaba de 10 días para el pago cuando no interviene el Fondo Fiduciario y 45 días cuando éste interviene debido al trámite burocrático. En el Honorable Senado, a mi juicio con buen criterio, prefirieron igualar el plazo para todos en 45 días. Esta alternativa es más generosa pues todos los deudores, con o sin fondo fiduciario, tienen 45 días para efectuar el pago. 

Dentro de ese concepto de pago figura el aporte que realizará al Fondo Fiduciario en aquellos casos en que haya sido admitido, que para información de los señores diputados menciono al presente serían alrededor de 8.500 u 8.600 casos. Si hubiera una diferencia la deberá soportar el propio deudor. Pero el grueso de la deuda lo solventará el fondo fiduciario, que además pagará las costas del juicio que estén a cargo del deudor, que después se cargarán en la refinanciación que a largo plazo y con intereses generosos, y conforme las necesidades de cada caso individual, hará el fondo fiduciario.

Se suspenden las ejecuciones, salvo que ya se hubiera materializado la subasta, se hubiera pagado el precio o se hubiera producido el desalojo y hubiera operado la transmisión del inmueble. Salvo que hubiera ocurrido todo eso, se suspenden todas las ejecuciones hipotecarias contempladas en ese caso. (Aplausos en las galerías.)

En el artículo 10 se establece la nulidad de nulidad de absoluta de los actos y demás trámites procesales que se dicten en contradicción a esta suspensión dispuesta en el artículo anterior.

En la parte relativa al fondo fiduciario, a la cual se dedican tres artículos, se establece claramente la legitimación procesal del Banco de la Nación Argentina para actuar como administrador. Eso es porque ha habido distintas circunstancias en que los jueces no le reconocieron al banco esa legitimación. Ahora no lo podrán eludir porque lo establecemos en forma expresa.

Asimismo, se elimina el artículo 19 de la ley 25.798, que impedía al deudor que así lo desee pagar alguna diferencia para mejorar la oferta y llegar a un acuerdo consensuado.

Como veo que se me está agotando el tiempo, voy a redondear mi exposición.

Establecemos la aplicación de esta norma en todo el territorio nacional, es decir, la ley es inmediatamente aplicable en todo el país por invocación de los artículos que he mencionado, además de los incisos 12 y 32 del artículo 75 de la Constitución Nacional.

En el penúltimo artículo, previo al de forma, hemos dicho que es una ley interpretativa y aclaratoria. No obstante ello, decimos que a todo evento la ley se aplicará retroactivamente a todos los supuestos contemplados, siempre y cuando no se afecten derechos amparados por garantías constitucionales, sobre la base de la invocación que hicimos de los artículos constitucionales.

Quiero ser enfático en esta cuestión porque por ahí hemos escuchado que la ley no puede ser retroactiva. Lo que no puede ser retroactivo es la ley penal más gravosa para una persona.

A veces se lee mal el artículo 3º del Código Civil, que no es otra cosa que una norma interpretativa dirigida al juez. Le dice al juez que si el legislador no establece que la norma es retroactiva, no puede aplicarla de esa manera.

En este caso, el legislador establece expresamente que la norma es retroactiva, por lo que el juez tendrá que aplicarla retroactivamente, salvo cuando se encuentre frente a la valla de un derecho constitucional, que naturalmente no puede ser afectado.

En síntesis, creo que traemos un texto que si no soluciona, contribuye grandemente a la solución de esta problemática. Los casos que han quedado afuera serán tratados –no puedo ser más extenso ahora- seguramente la semana que viene en reunión de las comisiones, buscando llegar al recinto a más tardar el miércoles próximo. (Aplausos.)

Sr. Presidente (Balestrini).- Tiene la palabra la señora diputada por Buenos Aires.

Sra. Maffei.- Señor presidente: el señor diputado preopinante acaba de manifestar que se tuvieron a la vista veintiún proyectos. Evidentemente deben haber tenido los ojos cerrados porque ninguno de esos veintiún proyectos fue considerado en absoluto. Algunos de esos proyectos tienen dos años, y otros uno, y fueron innumerables las veces que se pidió a la Comisión de Justicia que los tratara.

En la Comisión de Vivienda se trabajaron varios de esos proyectos. Trabajaron los asesores, se consensuó un proyecto sobre la base de varias iniciativas presentadas por diversos señores diputados. Pero ni una línea de esos proyectos fue considerada.

Sin embargo, el proyecto del Poder Ejecutivo se trató en una hora, sin que se permitieran modificaciones  y sin que se incluyera absolutamente nada. Así como el señor diputado preopinante dice que creyeron que la ley 25.798 iba a resolver el problema de los deudores hipotecario, pero hoy para todos es clarísimo que no resolvió absolutamente nada; y este proyecto de ley tampoco va a resolver nada respecto del fondo de la cuestión. Sin duda, podrá aliviar la situación de algunos escasísimos deudores hipotecarios, pero la mayoría queda afuera.

Sobre un total de aproximadamente 85.000 deudores hipotecarios esta ley incluirá a 1.500 personas que supuestamente se verán beneficiadas si los jueces que declararon la inconstitucionalidad de la ley 25.798 y de todas las prórrogas aceptan que una ley interpretativa de esa norma no sea declarada inconstitucional.

Con toda claridad, existe una absoluta contradicción en el tratamiento de esta ley para los deudores hipotecarios. Se trata de gente que en algunos casos pagó el 60, el 70 o el 80 por ciento del valor de la propiedad, que en muchos ocasiones ya ha sido rematada; y muchas de esas propiedades seguirán siendo rematadas porque se seguirá declarando la inconstitucionalidad de la ley.

También es una actitud contradictoria la que se toma ahora, en relación con los créditos para los inquilinos. Un inquilino que no compró, que no hizo absolutamente ningún aporte, tendrá diez, veinte o treinta años de cuotas para pagar una casa; pero un deudor hipotecario deberá pagar en cuarenta y cinco días porque si no se queda sin la propiedad.

¿Qué pasa con los deudores preconvertibilidad? Ninguno de ellos está incluido. ¿Qué ocurre con los deudores bancarios? Ninguno está incluido. Mientras los bancos sigan diciendo que no, esta ley no modificará absolutamente nada y esos deudores seguirán quedando afuera.

¿Qué ocurrirá con los deudores anteriores al 1° de diciembre de 2001? Esta es la cuestión grave y central de este asunto. Usted sabe muy bien, señor presidente, que durante los años anteriores al desastre de 2001 –1998, 1999, 2000 y 2001‑ muchísimas provincias reiteradamente pagaron con bonos los salarios de los trabajadores –Lecop, Evita, Cecacor‑, ninguno con convertibilidad y ninguno tomado por los bancos. 

Allí se origina la mayor deuda hipotecaria, pues la gente que tenía en sus manos los bonos perdía el 20, el 30 o el 40 por ciento al canjearlos; dejaba de comer porque canjeaba los bonos para pagar la casa, e incluso así no podía pagarla. Esa gente no existe aquí, no está considerada, no ha sido respetada.

Nosotros presentamos un dictamen alternativo por el que se crea un fondo fiduciario, que permite la inclusión de los deudores preconvertibilidad, establece las reglas sobre las cuales se deben tomar a los deudores preconvertibilidad y determina muy particularmente de qué modo deben ser contadas las cuotas pagadas por el deudor hipotecario.

Durante años el Banco Hipotecario recategorizó el valor de la vivienda con distintas operatorias, pero nunca recategorizó el valor del pago de las cuotas que habían hecho los deudores, que en muchos casos, haciendo un conteo justo, ya no deben absolutamente nada al banco. En el proyecto en debate nada de esto ha sido considerado y todos esos deudores han quedado afuera.

Causa gracia escuchar que con una ley interpretativa nosotros explicamos al juez cuáles son los preceptos legales y constitucionales que debe aplicar. Por supuesto, gracias a nosotros el juez ahora va a saber que la Constitución Nacional está vigente y que la tiene que aplicar.

Sinceramente digo que estamos ante un nuevo mamarracho legislativo que no protege nada más que a un pequeño puñado de deudores hipotecarios. En su inmensa mayoría los deudores van a seguir siendo lanzados como hasta ahora y quedarán fuera de toda protección legal. Este proyecto de ley es una verdadera necedad. (Aplausos.)

Sr. Cigogna.- Pido la palabra para formular una aclaración.

Sr. Presidente (Balestrini).- Para una aclaración tiene la palabra el señor diputado por Buenos Aires.

Sr. Cigogna.- Señor presidente: más que para una aclaración, es para un agradecimiento.

Quiero agradecer la generosidad de las palabras de la señora en cuanto al mamarracho y necedad de lo que estamos haciendo. Sin duda se debe a su enorme versación jurídica. Vamos a ver si la ley es declarada inconstitucional o no.

Sr. Presidente (Balestrini).- Tiene la palabra el señor diputado por Buenos Aires.

Sr. Sarghini.- Señor presidente: nuestro bloque se ha ocupado y preocupado por este tema. Se lo planteamos con mucha claridad al señor jefe de Gabinete de Ministros, quien evadió las respuestas las dos veces en que en forma insuficiente pasó por aquí.

Hemos pedido dos informes, cuyas resoluciones esta Cámara ha votado, en los que solicitábamos explicaciones al representante del Estado en el Banco Hipotecario y reclamábamos la presencia y aclaraciones de la señora presidenta del Banco de la Nación Argentina y de quien preside el fondo fiduciario a cargo de la administración.

Nada hemos logrado; no hemos obtenido ninguna respuesta. Siempre hemos planteado que si no tenemos un diagnóstico integral de la problemática iremos resolviendo de a pedacitos. La señora diputada preopinante se expresaba muy bien hace un momento cuando preguntaba qué pedacito del universo estamos trabajando y afirmaba que de esta forma nunca tendremos la solución integral del problema.

Este proyecto elige una estrategia incorrecta para lograr la solución de fondo. Lo que ocurre aquí es que dos poderes del Estado le han dicho a los deudores que deben elegir un camino, y otro poder les ha dicho que ese camino no es correcto precisamente por entender que los métodos que hemos elegido son considerados inconstitucionales. Ahora por vía interpretativa de alguna manera queremos volver a un marco constitucional.

Dejamos absolutamente desprotegidos y le soltamos la mano a los deudores. El Estado les dijo que ese era el camino, los deudores lo eligieron y mientras están pagando les rematan sus casas. El Estado debe hacerse cargo de esta situación porque es el camino que ha diseñado para la supuesta resolución del problema.

¿Por qué desprotegemos al deudor? El cálculo para determinar la deuda prevista en el artículo 6° del proyecto oficial arroja un importe hasta un 30 por ciento superior  al acordado originalmente. Nada se dice de las costas que pueden ser precisamente de hasta un 30 por ciento; y en ningún momento el Estado asiste a los deudores.

No quiero abundar en algunas inconsistencias entre lo legislado en su momento y lo interpretado en esta oportunidad, pero este proyecto en nada avanza en la resolución del problema de fondo y toma algunos riesgos que deberíamos tener muy en cuenta, fundamentalmente con el cambio de criterio en lo referido al método de determinación de la deuda pesificada, que hasta podría estar generando un duro antecedente ante un fallo que todavía la Corte no ha dado en torno de la constitucionalidad de la pesificación. Demasiado riesgo para casi ninguna solución.

Es por ello que, asumiendo la insuficiencia total de esta iniciativa debido a todo lo que deja afuera, hemos propuesto para este universo un proyecto alternativo, que por supuesto no ha sido escuchado como tampoco han sido tenidos en cuenta los consensos encontrados en el tratamiento de la temática por parte de los asesores, como bien lo expresara también la señora diputada preopinante.

¿En qué consiste en definitiva este simple proyecto de alternativa que hemos propuesto? Consiste en que el Estado se haga cargo de los deudores, a los que les marcó un camino y les soltó la mano. ¿Cómo se hace cargo el Estado de los deudores? De dos maneras. La Procuración del Tesoro, que es el conjunto de abogados del Estado, no debe desatender a estos deudores sino acompañarlos en cada uno de los juicios. Si una vez finalizados, la defensa no fuera exitosa, es el Estado quien mediante un bono debe pagar la diferencia. 

De nada sirve que terminado esto estemos otorgando cuarenta y cinco días al deudor para que vaya a pagar lo que está claro que no puede pagar. Por lo tanto, se está estirando una agonía que trae como consecuencia un nuevo remate y el problema no se soluciona. El Estado eligió un camino y debe hacerse cargo. ¿Cómo lo hace? No soltándole la mano al deudor. ¿De qué manera? Defendiéndolo y pagando la diferencia. 

Seguramente, este proyecto contará con el número de votos necesarios para ser sancionado tal como lo ha aconsejado la comisión. Tengo muchas ganas de equivocarme. Nuestro bloque tiene muchas ganas de que este informe no sea acertado y sí lo sea la propuesta del oficialismo. 

Espero que en poco tiempo no tengamos que hacer nuevas prórrogas ni dar nuevas explicaciones, dejando para adelante la solución de fondo, porque si el Estado elige un camino debe hacerse cargo. (Aplausos.)

Sr.  Presidente (Balestrini).- Tiene la palabra la señora diputada por el Chaco.

Sra. Bayonzo.- Señor presidente: seguramente mucho tendríamos para decir en el tiempo transcurrido desde que debimos sancionar leyes para resolver los problemas que produjo la crisis que hizo eclosión en el año 2001. 

No quiero detenerme en cuestiones que ya planteamos cuando tratamos la ley 25.798 con el objeto de generar un marco para proteger a la vivienda única y familiar. Evidentemente, como lo expresáramos en aquella oportunidad, fuimos poco claros y precisos y terminamos sancionando una norma que tenía dudosa sustentabilidad constitucional. Este es el resultado. No fue una solución integral para los deudores y, en definitiva, no resolvió el problema. 

Sabemos que es un tema complejo y de difícil resolución, pero no evitamos muchas de las suspensiones que se hicieron a partir de la sanción de la ley 25.798. Nuestra intención fue salvar a la mayor cantidad de deudores y a sus familias de quedar en la calle, pero lamentablemente fueron muchos los que perdieron su vivienda.

Quiero hacer un reconocimiento a la lucha permanente de todas las asociaciones de deudores del país. El hecho de que hoy estemos tratando esta iniciativa que resuelve una pequeña parte del problema es consecuencia de que los deudores no bajaron los brazos y siguieron peleando. Esto hay que reconocerlo.

· Ocupa la Presidencia el señor vicepresidente 2° de la Honorable Cámara, 

· don Fortunato Rafael Cambareri.

Sra. Bayonzo.- Hubo muchas iniciativas, como lo expresara la señora diputada Maffei, y hemos trabajado en muchísimos proyectos de ley de todos los bloques. En la Comisión de Vivienda tomamos como base un proyecto de un diputado oficialista que pensábamos que contemplaba todo el problema de los deudores. También trabajamos con la señora diputada Maffei, con los asesores, y elaboramos un dictamen que no pudo prosperar. Hoy estamos considerando un proyecto del Poder Ejecutivo que cuenta con la sanción del Senado.

Está claro que aquí hay tres categorías de deudores. Una de ellas es la de los deudores preconvertibilidad, que son los que se originaron en la época del 90 cuando el Estado cambió las reglas de juego de los contratos. Ahí se empezó a producir la amortización negativa de los deudores preconvertibilidad.

Otra categoría es la de los deudores hipotecarios con acreedores privados, para quienes el ingreso al fondo fiduciario era obligatorio de acuerdo con la ley 25.798, que fue la que generó muchos conflictos constitucionales en la interpretación de los jueces. Nosotros lo habíamos advertido cuando tratamos esa norma.

La tercera categoría de deudores hipotecarios es la de aquellos que contrajeron una deuda con el sistema bancario, para quienes el ingreso al fondo fiduciario era optativo pero por parte de las entidades financieras y las entidades bancarias. Digamos que estos deudores tampoco entran en este principio de solución, aparentemente definitiva –ahora lo vamos a discutir‑, para los deudores de escribanías y aquellos que los bancos admitieron y los mandaron al fondo fiduciario.

Como se dijo aquí, esta norma tiene por objeto indicar el camino que deberán seguir los jueces. Esto realmente nos genera cierta preocupación, porque le estamos marcando a los jueces un mecanismo de cómo deben liquidar o cómo deben interpretar esto del esfuerzo compartido, y la verdad es que creemos que para ello necesitamos que haya un fuerte consenso en la Justicia para que la ley pueda ser efectiva; de lo contrario, la ley no va a funcionar.

Cuando concurrimos a la reunión conjunta para tratar el proyecto que había entrado en esta Cámara de Diputados –que era igual al que se discutió en el Senado‑  planteamos que no estábamos de acuerdo. Como dijo la señora diputada Maffei, en esa reunión conjunta licuamos más de veinte proyectos de ley, todos los cuales planteaban soluciones o aportes importantes para la problemática de los deudores hipotecarios.

El proyecto se sancionó en el Senado y se remitió a esta Cámara. Y ahora voy a hablar de las coincidencias que tenemos. En la reunión conjunta habíamos planteado algunas cuestiones, como el tema de la constitucionalidad y el de los plazos. También planteamos nuestra preocupación por aquellos deudores bancarios que no fueron ingresados por los bancos al fondo fiduciario. La respuesta a esta última preocupación fue que en el caso de esas deudas los bancos acordaron con los deudores; pero estamos seguros ‑porque tenemos pruebas de gente que no entró al fondo fiduciario porque el banco no los envió‑ de que las soluciones evidentemente no fueron para favorecer al más vulnerable, que era el deudor, y quizás ya son muchos a los que se les remató la casa. Sin embargo, a estos últimos no alcanza la solución que se propone mediante esta iniciativa.

Tenemos claro para quiénes es esta solución, pero necesitamos marcar también cuál es la deuda y qué es lo que no hemos resuelto hasta ahora.

Como dijo el señor miembro informante, esta norma instrumenta un procedimiento especial para la liquidación del acreedor y del deudor, establece un mecanismo de conciliación, fija al juez algunas pautas precisas para la protección ante tasas usurarias, etcétera.

Tal como lo planteamos cuando se discutió la ley 25.798 y como lo dijo el senador Baglini durante el debate de esta norma en el Senado, lo que tenemos que hacer aquí es investigar la deuda de todos los deudores, porque ahí está el grave problema.

Nosotros reclamamos que estas cuestiones también se tengan en cuenta cuando se trate la problemática de los deudores preconvertibilidad y, por supuesto, de los deudores bancarios que no han entrado en esta solución que hoy se propone.

El artículo 7º se refiere al pago, y aquí voy a hablar de cómo logramos consensuar y acompañar esta norma,  por supuesto con algunas disidencias. Nuestro bloque fue el que hizo este aporte en el Senado, donde se planteó la posibilidad de que, a petición del deudor, el pago total o parcial de la deuda sea incorporado al fondo fiduciario. Esto considerando que seguramente la situación socioeconómica de muchos deudores no se ha modificado y que a pesar de hacerse un nuevo cálculo no estarían en condiciones de hacer frente a la deuda.

Por eso vemos positivamente que la deuda sea absorbida por el fondo fiduciario. Creemos que es el único que puede recuperar el dinero, porque el deudor terminará abonando la deuda al fondo fiduciario con el transcurso del tiempo. Así quizás también pasará a tener un solo acreedor. 

En el debate del Senado el bloque de la Unión Cívica Radical logró incorporar otra cuestión, vinculada con el tema de los plazos. Se lograron 45 días para aquellos que no ingresaron al fondo fiduciario. Esta es otra discusión, porque habrá que encontrar una solución al financiamiento, que quizás se logre mediante los bancos que otorgarán los créditos. Tal vez lo pueda solucionar el Banco de la Nación Argentina, y debemos estudiar un mecanismo para este tipo de deudores. 

Respecto del artículo 8°, constituye un avance importante la inaplicabilidad del título V de la ley 25.798, referente a la subasta extrajudicial.

El artículo 9° se refiere a la suspensión de ejecuciones. Evidentemente, ello resulta necesario, porque si estamos fijando nuevas pautas al juez, resulta necesario suspender todos los procesos. Aquí surge nuestra preocupación que hemos planteado en la reunión conjunta, porque para que esta aplicación sea efectiva, debería existir un gran consenso de la Justicia, que espero que se logre. Si no, no habrá una norma efectiva que sirva, por lo menos, a este grupo de deudores. 

Ello es así principalmente porque la Corte Suprema de Justicia no se expidió sobre el tema de fondo, y además señala que no lo podrá hacer hasta que no se cubran sus vacantes faltantes o se disminuya el número de integrantes. 

También es nuestra preocupación la inamovilidad del artículo 6° de la ley 25.798, que generó muchos de los conflictos vinculados con la declaración de inconstitucionalidad por parte de los jueces. 

¿Qué pasará con las costas y con la regulación de honorarios en aquellos procesos judiciales en los que existe sentencia firme? No lo sabemos, y ello también constituye una preocupación. 

El artículo 11 legitima procesalmente al Banco de la Nación Argentina. Estamos resolviendo un inconveniente que tenía esta entidad, porque cada vez que se presentaba no se reconocía su legitimidad procesal en carácter de administrador del fondo fiduciario. Esto es positivo, siempre y cuando todo el proyecto sea efectivo y funcione. El resto de los artículos constituyen un aporte y solucionan parte de los inconvenientes de la ley originaria, donde existían vacíos legales. 

Sin embargo, quienes representamos a las provincias no queremos dejar de marcar nuestra preocupación por los deudores preconvertibilidad. Sabemos que esta es una norma importante que resolverá el problema grave de los deudores de escribanía y de los deudores bancarios que ingresaron al fondo. 

Este es un problema grave en las grandes capitales, pero el grueso de la problemática de los deudores hipotecarios está en la preconvertibilidad. En mi provincia no hay un solo deudor de escribanía; lo mismo ocurre en Corrientes, en Misiones, en Mendoza y en otras provincias. 

Mi problema es volver a mi provincia y explicar que hice para terminar con la agonía de los deudores preconvertibilidad, quienes también son víctimas del cambio de las reglas por parte del Estado. Por lo tanto, el Estado y nosotros tenemos que hacernos cargo de esta solución. 

Los bancos, evidentemente, han arreglado sus números y sus cuentas, como se puede observar. El Estado nacional presenta superávit fiscal y existe un crecimiento económico sostenido. Sin embargo, los únicos que siguen perdiendo son aquellos argentinos que tenían su única vivienda y todavía siguen esperando que nosotros les demos una solución. 

En realidad, en la reunión conjunta que efectuamos en el día de la fecha con las distintas comisiones para producir dictamen en relación con la sanción que nos vino del Senado, nos dimos cuenta de que el proyecto había sido mejorado. Realizamos las mismas observaciones de la vez pasada. Es más: en el Senado nuestro bloque logró incorporar aspectos que superaron la redacción original.

Sin embargo, planteamos una disidencia porque pensamos que podíamos agregar un artículo que de alguna forma suspendiera todas las ejecuciones y trámites judiciales de preconvertibilidad hasta tanto encontráramos la solución definitiva.

He sostenido esto porque el Banco Hipotecario Nacional sigue intimando a la gente. Constituye una vergüenza lo que ocurre en mi provincia. La semana pasada le dieron la dirección y el teléfono de un estudio de abogados en la Capital Federal a gente de la Operatoria 311, que es la de emergencia. Ahí existen viviendas vergonzosas con vicios de construcción. Como eran para gente que había sufrido inundaciones o vivía situaciones de emergencia, por supuesto fueron entregadas sin puertas, sin accesorios y sin artefactos. Esos inmuebles hoy tienen rajaduras. Estamos hablando de personas que han pagado 220 cuotas y todavía deben 280. A esa gente se la sigue intimando, y si no suspendemos todo esto seguirán sumándose los honorarios y gastos, como ha ocurrido con una deudora de mi provincia a la que le dijeron que debía pagar 700 pesos esta semana. Si no lo hacía, la semana siguiente iba a tener que abonar 5.000 pesos. Esto ocurrió con un estudio de abogados de Buenos Aires, con una intimación del Banco Hipotecario Nacional.

En consecuencia, debemos proteger a la gente. Ese fue el planteo que realizamos en la comisión. Hoy hemos acordado con el presidente de la Comisión de Justicia y las demás comisiones. Existe consenso sobre la necesidad de buscar los acuerdos necesarios, porque en definitiva lo que queremos es solucionar el problema de la gente. No importa de dónde venga la solución.

Existe voluntad de trabajo y nos comprometimos a que el martes realizaremos una reunión conjunta para tratar el tema de la preconvertibilidad, con la intención de que sea considerado en la sesión del miércoles que viene, con la idea de abrir una puerta que signifique frenar todo lo que está haciendo el Banco Hipotecario Nacional al abultar la deuda de la gente. Deseamos encontrar una solución de fondo y definitiva para el tema de la preconvertibilidad, con el fin de hacer justicia. (Aplausos.)

Sr. Presidente (Cambareri).- Tiene la palabra la señora diputada por Buenos Aires.

Sra. Tulio.- Señor presidente: este proyecto de ley pretende poner un punto final en la discusión que se ha venido generando en relación con las leyes que se dictaron como consecuencia de la emergencia pública en materia social, económica, administrativa, financiera y cambiaria, que tuvo lugar en nuestro país en 2001. Esa emergencia fue declarada como consecuencia de la sanción de la ley 25.561, sus modificatorias, complementarias, prórrogas y aclaratorias. Posteriormente se sancionó la ley 25.798 tratando de proteger la propiedad privada destinada a vivienda única, especialmente para los deudores y acreedores privados.

En sus 18 artículos este proyecto de ley da certeza a los deudores de que la norma proyectada interpreta y aclara todas las que han sido dictadas hasta la fecha.

Se trata de dar solución a un problema interpretativo. Estoy convencida de que la Corte Suprema de Justicia de la Nación entiende que corresponde al Congreso de la Nación la facultad de dictar leyes aclaratorias e interpretativas de otras anteriores, más cuando existen interpretaciones judiciales contradictorias.

Efectuando un paneo del articulado debo decir que en su artículo 1° se define con detalle quiénes son los sujetos comprendidos en la presente norma: quienes hayan garantizado con derecho real la hipoteca; que el deudor sea una persona física o sucesión indivisa; que el destino del mutuo haya sido la adquisición, mejora, construcción y/o ampliación de la vivienda, o la cancelación de mutuos; que dicha vivienda sea única y familiar; que la parte deudora deberá haber incurrido en mora entre el 1° de enero de 2001 y el 11 de septiembre de 2003; y que el origen del mutuo no supere los 100.000 pesos, o lo que antes de la devaluación eran 100.000 dólares.

En el artículo 2°, mediante un procedimiento especial, se instrumenta la liquidación del acreedor y deudor, con un plazo perentorio de diez días frente a su incumplimiento.

En el artículo 3°, agotada la instancia de conciliación en donde el acreedor y el deudor deben llegar a un entendimiento con plazo de treinta días prorrogables a pedido del deudor, se procura dar al juez la posibilidad de armonizar la posición de las partes. Fracasada esta instancia, el juez determinará la deuda con pautas del artículo 6° de este mismo cuerpo normativo sobre la base de los principios constitucionales vigentes, es decir, teniendo en cuenta el acceso a la vivienda digna, la protección integral de la familia, las normas de emergencia pública y aquellas de alcance general que versen sobre la imprevisión: el enriquecimiento indebido, el desequilibrio de las prestaciones, la usura, el anatocismo, los límites impuestos por la moral y las buenas costumbres, el orden público y la lesión, evaluando y considerando los aspectos de intereses y penalidades aplicados, las cláusulas de caducidad de los plazos, los sistemas de capitalización que fueren usuarios, los pagos realizados y toda otra circunstancia que resultare relevante, poniendo límite en la determinación de la deuda por el juez y quedando prohibida la capitalización de intereses, la aplicación del CER y cualquier otro mecanismo de actualización.     

El artículo 6° no sólo termina con la figura del juez espectador sino que, conjugando todos los elementos al momento de la defensa de los intereses de los acreedores, pone límite y una cuota de racionalidad necesaria. 

En el artículo 7° se trata el pago de manera tal que el fondo fiduciario, a petición del deudor, podrá pagar parte o la totalidad de la liquidación firme de la deuda. O sea que una vez que se toma la decisión y el juez tiene la liquidación correspondiente, hay un plazo acotado –45 días desde su notificación‑ para que el deudor se haga cargo y pueda tomar el monto necesario para quedar liberado del acreedor que en la actualidad tiene, y poder englobar su deuda con un solo acreedor: el fondo fiduciario, es decir, el Banco de la Nación Argentina. 

En el artículo 8° se trata la inaplicabilidad del título V de la ley 24.441, significando que no se puede recurrir al sistema de desalojo privado.

El artículo 9° suspende los trámites de ejecución de sentencias judiciales, subastas judiciales y extrajudiciales, los desalojos en cualquiera de sus modalidades, aprobados o en trámite de aprobación. La excepción se refiere a aquellos trámites en los que se hubiere perfeccionado la venta, entendiéndose por tal que se hubiere aprobado el remate, pagado el precio y realizado la tradición del bien. En todos los demás supuestos el trámite se suspende para que no queden dudas. 

En el artículo 10 se declaran nulos de nulidad absoluta los actos y demás trámites procesales que no hayan respetado este procedimiento especial como paso previo.

Los artículos 11, 12, 13 y 14 se refieren a la interpretación y aplicación del fondo fiduciario –ley 25.798‑ legitimizando procesalmente al Banco de la Nación Argentina a todos los fines previstos en la ley 25.798 en su carácter de administrador del fondo fiduciario y como garante de los intereses inherentes a su creación. Se agrega además la posibilidad de que el deudor realice un aporte adicional a los reconocidos por la ley por fuera del acuerdo, y finalmente a nivel de disposiciones generales. 

Los artículos 15, 16, 17 y 18 abarcan los efectos de orden público y hacen una específica referencia al artículo 3° del Código Civil, que permite hablar de una norma interpretativa y aclaratoria con efecto retroactivo en los términos y alcances de dicho artículo.

Muchos han sido los intentos de modificar las leyes, con prórrogas de las emergencias y perfeccionamiento de ellas cuando se las reconocía, pero paralelamente los juicios seguían y en muchos casos terminaban en remates.

Hoy se trata de una nueva norma que avanza sobre la interpretación que obligadamente deben hacer los jueces ante la situación de los deudores hipotecarios. Creemos que con la aprobación de este proyecto de ley habremos generado un gran beneficio para aquellos deudores hipotecarios que desde hace mucho tiempo luchan con el fin de que sus viviendas dejen de estar en una suerte de indefinición como consecuencia de la falta de precisión que eventualmente se tuvo cuando se sancionaron aquellas normas de emergencia en un momento tan crítico para el país.

Cierro esta alocución expresando mi reconocimiento a todas las organizaciones de deudores hipotecarios que han venido luchando denodadamente desde hace mucho tiempo, así como a los diputados y senadores que han venido trabajando para resolver este tremendo conflicto. Adhiero firmemente a continuar trabajando por aquellos que aún quedan por fuera de la proyección de esta iniciativa que hoy nos convoca. (Aplausos.)

Sr. Presidente (Cambareri).- Tiene la palabra el señor diputado por la Capital.

Sr. Pinedo.- Señor presidente: nuestro deber es tratar de resolver un problema. Cuando se dictó la ley de emergencia, la pesificación, los legisladores consideraron que no podían poner un valor de cancelación de las deudas, un precio al cual se debía computar el valor del dólar para cancelar las deudas.

Por eso dijeron que las partes tenían que negociar, que tenía que haber un esfuerzo compartido, y que en caso de duda tenían que ir a la Justicia. Hoy estamos diciendo exactamente lo contrario. Decimos: como no se ha solucionado el problema ponemos un precio.

Ahora, ¿por qué hicieron eso los legisladores en el momento de la emergencia? Porque creían que poner un precio era inconstitucional. Ahora, cuatro años después, ponemos un precio y el riesgo que corremos es que –como pensaban los legisladores en el 2002‑ dicho precio sea declarado inconstitucional, con lo cual vamos a generar –si esto pasa‑ un estiramiento de los plazos de los juicios sin solucionar el problema.

Yo voy a ser más benévolo que otros legisladores en relación con quienes impulsan este proyecto. Yo creo que quienes impulsan este proyecto en realidad lo que están buscando ‑frente a un problema que no tiene solución porque la Justicia no se expide‑ es encontrar un camino práctico. Entonces dicen: por ahí no es el ideal pero es un camino práctico.

Algunos jueces dijeron que las deudas se podían cancelar a 1,80 o 2 pesos por dólar, y entonces vamos por ahí y ojalá que los jueces declaren que esto es constitucional. El problema que nosotros vemos es que las leyes existen y los jueces tienen que aplicarlas. Como los jueces no las aplican -fundamentalmente porque el gobierno no completa la Corte ni aprueba nuestros proyectos que dicen que la Corte tiene que tener siete miembros- no hay fallos.

Entonces, los legisladores se desesperan. Es lo que pasa con este problema que ya viene de varias prórrogas y suspensiones de plazos sin ninguna solución de fondo. Se desesperan y entonces deciden dictar sentencia por ley, que es más o menos lo que estamos intentando hacer hoy acá.

Nuestro miedo es que esto nuevamente sea declarado inconstitucional y le sigamos haciendo perder tiempo a la gente mientras los problemas no se resuelven.

Brevemente quiero referirme a una pregunta que a mi juicio es importante. ¿El Congreso de la Nación puede fijar el valor de la moneda de pago de obligaciones? En rigor, hay una pregunta previa: ¿qué es la moneda? 

En este punto me atendré a un análisis marxista… (Risas.) Como hoy tiene buen humor, el diputado Rossi se ríe, pero creo que quien más sabía de moneda era Carlos Marx. 

Carlos Marx sostenía que la moneda es una mercancía que sirve para dos cosas: para preservar valor y como medio de cambio. Si no reúne estas condiciones, no es moneda. Por eso Marx decía que los billetes que se emiten no son moneda; representan a una mercancía que preserva el valor y que sirve como medio de cambio. Si no lo representan, no son moneda. Por eso en la Argentina hemos visto enormes inflaciones, procesos en los cuales cada vez se emitían más billetes y cada vez había menos moneda y medios de pago, hasta llegar a la famosa inflación con depresión. 

Creer que la moneda es simplemente inventar billetes o poner valores es no saber lo que ella es en realidad.

Keynes, otro progresista del pensamiento económico moderno, analizó después de Marx en qué había venido a dar la moneda tras la desaparición del patrón oro, que era la mercancía a la que Marx se refería. Keynes sostuvo que en realidad lo que otorga valor a la moneda es la confianza. Por eso se denomina moneda fiduciaria a la emitida por los  bancos centrales.

Si nosotros establecemos como principio que el Congreso de la Nación puede fijar el valor de cancelación  de las obligaciones o de la moneda cómo, cuándo y porque se le ocurre, estamos destruyendo la confianza. Así también estamos destruyendo la moneda, y eso acarrea consecuencias muy graves en la economía para los acreedores, los deudores y, en definitiva, para el futuro, pues si no hay moneda aquéllos tampoco podrían existir.

La unidad de medida de los intercambios no puede depender de la arbitrariedad de los legisladores, y por eso considero que esta norma podría ser declarada inconstitucional en el futuro.

Frente a esta alternativa que encontró un grupo preocupado de legisladores, y que nosotros no compartimos, hemos realizado una propuesta que consiste en completar el número de miembros de la Corte con conjueces, establecer un recurso ordinario ante ella y suspender la ejecución de sentencias habilitando un plazo de 180 días para interponer ese recurso ordinario, a fin de que sea la Justicia la que resuelva, tal como lo dispone nuestra Constitución Nacional.

Simultáneamente proponemos que el Estado se haga cargo –como decía el señor diputado Sarghini‑ otorgando por medio del Banco de la Nación Argentina créditos flexibles y convenientes, a precios más baratos que los del mercado. Para ello también propiciábamos habilitar al jefe de Gabinete de Ministros a efectuar aportes de recursos al Banco de la Nación Argentina. Sin embargo, como señalaba la señora diputada Maffei, cuando llega un proyecto del Poder Ejecutivo nacional aquí no se ve nada más. No importan nuevas ideas u otras propuestas, son de meros diputados, una especie de sujetos de menor cuantía frente a la omnipotencia majestuosa del Poder Ejecutivo. 

Pero voy a abandonar esta propuesta por un minuto para intentar hacer otra que creo que es constitucional en la línea de lo que quiere el oficialismo.

El Código Civil contiene una cláusula según la cual los acreedores no están obligados a aceptar pagos parciales. Se me ocurre que un camino podría ser inspeccionar si en un caso de emergencia como este se puede revertir la situación. ¿Qué pasaría si nosotros dijéramos lo siguiente? “Nosotros consideramos que un precio razonable del esfuerzo compartido es 1,82 peso por dólar que haya que pagar.” Fijemos ese precio y obliguemos a los acreedores a recibirlo. Establezcamos un mecanismo fijo que permita a los deudores liberarse, por lo menos en un 90 por ciento, de su situación, y a los acreedores cobrar algo, porque en esta discusión la verdad es que los acreedores no cobran nada. Esto tampoco es razonable, y parece que nadie se preocupa por los acreedores, algunos de los cuales son muy humildes. No todos los acreedores son seres perversos. De todas maneras, nadie se ocupa de ellos.

¿Qué pasaría si dijéramos que están obligados a aceptar el pago parcial? Se considera que esto es pago sujeto a eventuales ajustes determinados por la Justicia. Así resolveríamos el 80 por ciento del problema y no violaríamos la Constitución.

Este es un camino alternativo que proponemos. Hasta aquí hemos hecho este esfuerzo, hemos hecho propuestas y, si no se consideran, lamentamos temer que la salida que se busca sea una salida sin salida. (Aplausos.)

Sr. Presidente (Cambareri).- Tiene la palabra el señor diputado por la Capital.

Sr. Lozano.- Señor presidente: cuando se vive una situación de desamparo y de postergación como la que han transitado y transitan los deudores hipotecarios cualquier gesto o cualquier definición, por menor que sea, produce alivio y genera expectativas.

Ojalá que las dudas que tenemos no se justifiquen y lo que el Ejecutivo o la bancada oficialista plantean efectivamente se cumpla. Pero la verdad es que yo me siento absolutamente expresado por las definiciones que planteara la señora diputada Maffei, y por varios de los argumentos que planteó el señor diputado Sarghini. 

Nos parece que con este proyecto no se está resolviendo la cuestión de fondo. Se está manteniendo la desprotección sobre los deudores hipotecarios, y se agregan elementos de inconsistencia entre lo que se legisla ahora y lo que se legisló anteriormente.

Cuando digo que no se resuelve la cuestión de fondo, me refiero a lo que mencionaron todos, que es el hecho objetivo de que hasta el momento el Parlamento resuelve algo, el Ejecutivo ejecuta y la Justicia define la inconstitucionalidad. Esta es la situación que tenemos planteada, y la verdad es que esto es lo que hay que resolver, porque cada vez que volvemos a discutir esto, entre una discusión y otra, lo que hubo fueron declaraciones de inconstitucionalidad y reducción del universo de los deudores hipotecarios, pero no porque se haya resuelto el problema sino porque los ejecutaron.

Parece que no nos diéramos cuenta de que lo que va pasando es que se va achicando el universo que tenemos que resolver, pero no porque resolvamos el inconveniente sino porque, como no lo hacemos, los ejecutan.

En este sentido me parece que estamos en una situación medio extraña, porque parece inadmisible que un Estado que ha sido capaz de pagar la cuenta completa al Fondo Monetario Internacional, de garantizar compensaciones millonarias a los bancos o de permitir procesos de licuación de deudas en pesos de grandes empresas con el sistema financiero, no pueda disponer las compensaciones necesarias para resolver el problema.

Pienso que si no vamos por allí será muy difícil resolver la cuestión. En la forma que está planteado el proyecto de ley, se agregan elementos que pueden llegar a implicar definiciones de inconstitucionalidad, pero ésta no se resuelve aclarando o interpretando. También se agregan elementos que podrían ser vistos como más inconstitucionales todavía, relativos al hecho objetivo de que se avanza con definiciones relacionadas con las legislaturas provinciales, y al mismo tiempo, con esta formulación tan creativa respecto de la posibilidad de plantear la cuestión de la retroactividad de la ley.

El tema de fondo no se resuelve, la desprotección se mantiene por el hecho de que hay una parte muy importante del universo de deudores hipotecarios que aquí no encuentra solución; ojalá en lo que se va a acometer en la próxima semana veamos que el resto de los deudores ciertamente puede ver resuelto su problema, aunque hasta el momento no tienen solución.           

· Ocupa la Presidencia la señora vicepresidente 1ª  de la Honorable Cámara, 

· doña Patricia Vaca Narvaja. 

Sr. Lozano.- Por otro lado, no se plantea la necesidad de asistir a los deudores en los juicios ni se toma en cuenta la cuestión de las costas judiciales. Como bien se ha dicho, respecto del cálculo planteado en torno al fondo fiduciario hay un incremento en el tipo de cambio que se considera, si bien hay un descenso en la tasa de interés que efectivamente se postula; pero ciertamente se agregan inconsistencias, porque decimos que el artículo 19 de la ley 25.798 dejará de tener el valor que le dimos en la legislación anterior.

Recordemos que en aquel momento se había prohibido que los deudores acordaran por fuera del régimen, pero en este caso eso lo estamos validando. Así, se está cambiando el criterio porque se agregan elementos que complican la situación.

Por las razones expuestas, dado que la cuestión de fondo no está siendo resuelta, acompaño el dictamen de minoría firmado por la señora diputada Marta Maffei.

Sra. Presidenta (Vaca Narvaja).- Tiene la palabra el señor diputado por la Capital.

Sr. Tinnirello.- Señora presidenta:  ante la necesidad de vivienda que tiene un sector muy importante de la población –los actuales deudores‑, los créditos hipotecarios pueden aparecer como beneficiosos generando una expectativa de solución del problema de la vivienda.

La gente se ilusiona por la casa propia; se trata de esa gran ilusión que de pronto todos tenemos en la búsqueda de esa vivienda que nos permita garantizar nuestro techo. Sin embargo, así como los créditos hipotecarios pueden servir para generar un espacio beneficioso en la búsqueda de la vivienda propia, también pueden ser útiles para que los ciudadanos sean rehenes de los bancos. Eso es lo que ha pasado y está pasando.

En el imaginario común, en la forma de ver las cosas, en su momento los mayores de las familias trabajadoras juntaban pesito sobre pesito para garantizar la construcción de su casa, frente al temor muy fuerte de asumir créditos que en el futuro pudieran significar la pérdida de ese sacrificio.

Luego se generó la idea de que los créditos hipotecarios podían ser la solución real y seria con una idea de país también serio, pero creo que ha ocurrido todo lo contrario; las muestras están a la vista. Hay alrededor de cien mil deudores hipotecarios que están en una situación sumamente crítica, con la espada de Damocles sobre su cabeza, con el riesgo de perder la vivienda que tanto añoran y que tanto esfuerzo les ha demandado y por la que tienen que pagar porcentajes por lo general disímiles y muy altos en relación con lo que ya habían pagado.

En un momento se planteó una iniciativa que se convirtió en ley, vinculada con el fondo fiduciario, para resolver el tema de la deuda hipotecaria. El Banco Nación era el que se iba a hacer cargo de la administración.

La solución que se concibió para esos ficticios 100.000 deudores fue sumamente limitada, a tal punto que sólo 4.300 pudieron acceder a ese plan de solución alternativa.

Como bien se dijo aquí, una gran cantidad de salas de la Justicia declaró inconstitucional esa ley. Todavía sigue sin resolución la cuestión de los 4.300 deudores –sobre un total de 100.000‑ que pudieron ser contenidos por esa legislación.

Pero no sólo tenemos el problema de los deudores. Haré una referencia muy sintética para demostrar que en realidad el déficit habitacional en el país es de 2.640.871 hogares, lo que representa un 26 por ciento del total. La cantidad de hogares en situación irregular es de 1.582.000, lo que representa un 15 por ciento.

Además, las villas miseria se han triplicado. En los últimos cinco años la provincia de Buenos Aires pasó de tener 385 asentamientos a tener más de 1.000. Estos son datos de Infohabitat, el equipo de investigadores de geografía de la Universidad Nacional de General Sarmiento, administrado por sectores del justicialismo.

El censo del 2001 decía que había 638.657 personas que vivían en asentamientos precarios. Al día de hoy, en el 2006, el censo señala que hay 1.144.500 personas que viven en ese tipo de asentamientos. Quiere decir que en el 2006 casi el doble de personas vive en asentamientos precarios en relación a 2001.

Son datos interesantes para manejar y tener en cuenta. En los últimos cinco años, de acuerdo con lo planteado por la Defensoría del Pueblo de la ciudad de Buenos Aires, se han instalado en la ciudad de Buenos Aires 24 nuevos asentamientos de emergencia.

Con esto quiero decir que hay una situación de precariedad absoluta en un número muy importante de habitantes de nuestro país. Se está planteando una solución que muchos ponemos en duda que sea seria porque la posibilidad de declaración de inconstitucionalidad existe y solamente se contempla un porcentaje totalmente minoritario.

Un dato a tener en cuenta es que el proyecto anterior de fondo fiduciario no contempló a la gran mayoría. Por su parte, el Banco Hipotecario tiene 25.000 deudores y ninguno de ellos fue beneficiado por la ley votada anteriormente.

Desde nuestro bloque vemos que hay una serie de cuestiones que son muy preocupantes. El primer y fundamental problema es que no se contempla a la gran mayoría.

Además, hay otro problema que nos preocupa: se otorgan 45 días para pagar la deuda acumulada. En caso de que la deuda que tengan que pagar en ese plazo sea de 7.000, 8.000 o 10.000 pesos, deberán refinanciar o endeudarse con el fondo fiduciario como una alternativa. O sea que se sigue acorralando a los deudores y poniéndolos como rehenes de las políticas de Estado.

Durante la década de los noventa, mientras gobernaba el justicialismo, se estableció un imaginario muy fuerte: que estábamos bien, en una situación de estabilidad, que había crédito y más crédito, y se indujo a la población a asumir la responsabilidad de tomarlos. Después de la hecatombe producida por la década del noventa y por las políticas que con posterioridad implementaron De la Rúa, “Chacho” Alvarez y compañía, sobrevino otra solución mágica por parte del Estado, también de la mano del justicialismo, con Duhalde y la devaluación.

Fue responsabilidad del Estado decir a la población que confiara y asumiera créditos hipotecarios; fue responsabilidad del Estado la devaluación que terminó absorbiendo el poder adquisitivo de la población, robándole sus ahorros. Ahora, la única responsabilidad que asume el Estado es sobre apenas 4.000 personas de las aproximadamente 100.000 afectadas; es decir que no se está haciendo cargo de manera seria. 

Para sintetizar, quiero plantear nuestra propuesta. Como sostenemos que la responsabilidad fue del Estado, proponemos que se haga cargo del problema y se mantenga para los deudores que tienen vivienda única la paridad uno a uno, que fue lo que se les garantizó en su momento. De la diferencia que se haga cargo el Estado; que deje de subvencionar a las empresas privadas y de aumentar el pago de los servicios de la deuda externa, y garantice una cobertura para las necesidades más elementales de la población en materia de vivienda. Esa garantía debería alcanzar no sólo a los deudores hipotecarios sino también a casi la mitad de la población que vive en viviendas precarias.

Esa es la responsabilidad del Estado y es voluntad de nuestro bloque acompañar iniciativas en ese sentido; no queremos apoyar propuestas que nada garantizan a los deudores ni al resto de la población.

Sra. Presidenta (Vaca Narvaja).- Tiene la palabra el señor diputado por Santa Fe.

Sr. Lamberto.- Señora presidenta: voy a ser muy breve. Me parece que es fundamental dejar sentado algunos principios que se relacionan con el rol de este Parlamento.

Hace un par de meses vino a verme un señor que había contraído una deuda a través de una escribanía y me dijo que iba a perder su casa. Hoy, ese mismo señor me pidió que sancionáramos esta norma porque con ella salvaba su casa. Nadie conoce mejor sus derechos que quien está por perder su casa. Tal vez el texto de esta ley le sirva a alguien, aunque no sé si a todos. Uno nunca sabe el universo de este tipo de normas porque nunca se ha hecho un censo. 

Yo fui el autor de la primera ley de suspensión de ejecución de sentencias; no recuerdo si fue en el año 1999 o en 2000, cuando la crisis empezaba. Hubo varias leyes de emergencia porque toda nuestra estructura legal está basada en la autonomía de la voluntad en los contratos. Cuando el Estado toma intervención y se mete en los contratos, seguramente altera situaciones.

Pero en este caso esa no es la única alteración. Fue una alteración la salida de la convertibilidad. También fue una alteración cuando este mismo Parlamento decidió que los que no se sumaran al canje de la deuda antes de determinada fecha no entraban, y de estos hay varios dando vueltas por el mundo.

De manera que es el Parlamento el que toma medidas discrecionales, porque es el único poder que puede hacerlo. Si nosotros estamos instruyendo a la Justicia en la solución de un problema es porque la Justicia no la encontró. Y si estamos buscando los mecanismos para terminar definitivamente con un problema y que vuelva a funcionar el mercado sin ningún tipo de ataduras, para que vuelva el crédito y para que se solucionen problemas, estamos poniendo un marco de razonabilidad.

Ese marco de razonabilidad no sale del capricho sino de hablar con los jueces y de intercambiar ideas, porque el problema está construido entre mucha gente pero debe llegarse una solución. Creo que este es un avance importantísimo: es un avance de sensatez.

Seguramente en las crisis nunca se encuentra la solución definitiva, porque cuando se soluciona un problema aparece otro nuevo. Esto ocurrió desde 1935 hasta la fecha. Creo que pasamos por seis o siete crisis. La que tengo más presente es la del año 1982, en la cual para solucionar el problema de los deudores, estando los bancos en manos del Estado, necesitamos cinco leyes. Imagínense las que podemos necesitar ahora, cuando gran parte de los deudores son del sector privado, con acreedores que muchas veces son anónimos, en escribanías que no muchas veces están en regla y que además tercerizan la cobranza de sus créditos.

Se ha hecho un gran esfuerzo y apostemos a que sea el último. Pero para esto está el Parlamento, es decir, para actuar sobre las coyunturas y solucionar los problemas ya. Gracias a las leyes que hemos ido votando, noche tras noche, la situación actual no es lo misma que la de hace cinco años. Gracias a ese esfuerzo, hoy el país está en una situación distinta.

Como dije, señora presidenta, apostemos a que esta norma sea la última. Y si no es la última, porque aparecen nuevos problemas, aquí estamos para dictar nuevas leyes y solucionarlos. Nadie tiene la varita mágica para solucionar definitivamente los problemas cuando son tan complejos y afectan tantos intereses.

Pero acá ha imperado el sentido común, de acercar a las partes y poner un límite. Alguien dijo que nosotros no podíamos fijar el valor de la moneda, cuando el Legislativo es el único poder que de acuerdo con la Constitución puede hacerlo.

¡Cuánto más podemos hacer cuando estamos acotando esto a un número definido de personas con un problema concreto, que es que se les termina el plazo dentro del cual tienen protección legal!

Entendemos que con esta norma estamos dando un paso más, y ojalá que sea el último. Si no lo es, sancionaremos las leyes que sean necesarias hasta solucionar los problemas. Para eso estamos, señora presidenta. (Aplausos.)

Sra. Presidenta (Vaca Narvaja).- Se va a votar en general, en forma nominal.

· Ocupa la Presidencia el señor presidente de la Honorable Cámara, 

· doctor Alberto Edgardo Balestrini. 

- Se practica la votación nominal.

- Conforme al tablero electrónico, sobre 158 señores diputados presentes, 129 han votado por la afirmativa y 25 por la negativa, registrándose además 3 abstenciones.

Sra. Secretaria (Luchetta).- Se han registrado 129 votos por la afirmativa y 25 por la negativa. 

AQUÍ VOTACIÓN NOMINAL

Sr. Presidente (Balestrini).- Queda aprobado en general.

En consideración en particular el artículo 1°. 

Se va a votar. 

- Resulta afirmativa.

- Sin observaciones, se votan y aprueban los artículos 2° a 6°.

Sr. Presidente (Balestrini).- En consideración el artículo 7°. 

Tiene la palabra el señor diputado por Buenos Aires.

Sr. Sarghini.- Señor presidente: ya que el proyecto ha sido aprobado en general y se ha planteado la necesidad de que el Estado se haga cargo del problema, sugeriremos una modificación respecto del artículo 7°, que en su primer párrafo dice: “Firme la liquidación de la deuda, el deudor deberá hacer efectivo el pago en un plazo de 45 días a partir de su notificación.” 

Proponemos introducir un tercer párrafo que diga: “A solicitud del deudor, el fondo fiduciario financiará la totalidad de la deuda determinada por el juez conforme la modalidad establecida en el artículo 6° de la presente ley, a cuyo efecto ampliará el mutuo originalmente acordado con el deudor, manteniendo las condiciones del mismo.”

El cuarto y el quinto párrafo se mantendrían con la actual redacción.

Sr. Presidente (Balestrini).- Tiene la palabra el señor diputado por Buenos Aires.

Sr. Cigogna.- Señor presidente: no aceptamos la modificación por dos razones. En primer lugar, porque el segundo párrafo es suficientemente claro; en segundo término, porque necesitamos que este proyecto sea aprobado esta noche, pues los deudores no pueden esperar hasta mañana. 

Asimismo, quiero remarcar que no es un proyecto del Poder Ejecutivo, sino que ha nacido en el Congreso de la Nación.

Sr. Presidente (Balestrini).- Se va a votar el artículo 7°. 

- Resulta afirmativa.

- Sin observaciones, se votan y aprueban los artículos 8° a 18.

El artículo 19 es de forma.

Sr. Presidente (Balestrini).- Queda definitivamente sancionado el proyecto de ley. 

Se comunicará al Poder Ejecutivo y se dará aviso al Honorable Senado. 

Invito a la Honorable Cámara a pasar a cuarto intermedio hasta el próximo miércoles a las 13.

- Se pasa a cuarto intermedio a la hora 0 y 15. 
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